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Jurisprudencia


	JURISPRUDENCIA

Contrato de trabajo. Remuneración. Reducción injustificada. Reinstalación de categoría. Perjuicio moral y económico. Novación objetiva del contrato. Poggi José c/ONABE s/diferencias de salarios, C.N.A.T., Sala II, 24/5/07.
En la ciudad de Buenos Aires, el 24 de mayo de 2007 reunidos los integrantes de la Sala II a fin de considerar los recursos deducidos en autos y para dictar sentencia definitiva en estas actuaciones, practicado el sorteo pertinente, proceden a expedirse en el orden de votación y de acuerdo con los fundamentos que se exponen a continuación:

Miguel Angel Pirolo dijo: 

La sentencia de primera instancia rechazó el reclamo, mediante el cual el actor persigue el cobro de diferencias salariales esgrimiendo que el cambio de categoría que dispuso la empleadora le reportó una arbitraria disminución de sus haberes. A fin de que sea revisada esa decisión por este Tribunal de Alzada, el vencido interpuso recurso de apelación en los términos y con los alcances que explicita en su expresión de agravios. 

Al fundamentar el recurso, el actor –básicamente– sostiene que su reclamo no persigue la declaración de invalidez de la Disp. 90/02 –a raíz de la cual fue reintegrado a su anterior categoría– sino el pago de las diferencias salariales desde marzo/2003, que al resolver negativamente su pretensión la “a quo” ha omitido considerar el fundamento normativo de la demanda, particularmente el art. 260 de la L.C.T., la disposiciones nacionales e internacionales contra la discriminación laboral y además, el art. 66 del citado texto legal que prevé la posibilidad de que el empleador implemente cambios en el contrato de trabajo pero sin menoscabo para el trabajador. Plantea, asimismo, que su designación en el cargo superior en forma interina fue dispuesta hasta que se aprobara la estructura definitiva del ONABE, lo cual no ocurrió ya que ésta sólo se aprobó “provisionalmente”, y que, por el contrario, al haber transcurrido el plazo establecido en el art. 78 de la L.C.T., la categoría interina asignada debe reputarse definitiva. En cuanto al argumento de la sentencia basado en que toleró por más de once meses la situación antes de plantear la denuncia de ilegitimidad, señala el apelante que se contrapone al principio protectorio de irrenunciabilidad, y con respecto a la doctrina legal del plenario “Serra” afirma que resulta inaplicable por ser anterior a la L.C.T. Finalmente, apela la forma de imponerse las costas y los honorarios, por considerarlos elevados.

En principio, creo necesario puntualizar que, a mi entender, el recurso de apelación deducido, en la medida que constituye una crítica concreta y razonada de las partes de la sentencia que se estiman equivocadas, reúne los recaudos de admisibilidad formal previsto en el art. 116 de la L.O. Ahora bien, tal como se plantea la crítica se impone señalar que, aún cuando está claro que el objeto de la pretensión es el pago de diferencias salariales, lo real y concreto es que, como sostuvo la judicante, de los términos de la Disp. 206/00 no deja lugar a dudas de que la designación del actor en el cargo de titular del área Coordinación Departamental de Gestión de Cobranzas del Organismo Nacional de Administración de Bienes, revestía carácter interina y que estaba supeditada a la aprobación de la estructura orgánica de la demandada (ver fs.28 de la documental obrante en sobre Anexo 499). En este contexto, al aprobarse mediante la Disp. 90/02 la estructura organizativa del ONABE –que si bien es provisional no tiene incidencia en la materia litigiosa porque la disposición 206/2000 no supeditó el interinato a la condición de que fuera “definitiva”– se fusionaron el Departamento Gestión de Cobranzas donde se desempeñaba Poggi con el área de contrataciones pasando a denominarse Coordinación Departamental de Contrataciones y Gestión Cobranzas (ver f. 11, Párrafo II, pto. c del Anexo 499), lo cual produjo un reordenamiento que implicó, en los hechos, –como sostuvo la judicante y no se rebate en la apelación– que la vacante de titular efectivo concreta del Departamento al cual aspiraba el actor no haya perdurado. Asimismo, el nuevo cargo importaba el ejercicio de funciones diversas que –obviamente– el accionante no venía cumpliendo hasta entonces, por lo que no puede hablarse de desplazamiento de funciones, aspecto este que también analizó la magistrada de origen y no mereció reproche en los agravios.

Por lo tanto, no existe la posibilidad de que el actor exija un pronunciamiento judicial tendiente a consolidar su status jurídico laboral provisional –lo cual trasuntaría invalidar la decisión de la empleadora que aquél toleró por varios meses y recién cuestionó internamente cuando planteó la respectiva denuncia de ilegitimidad– en base exclusivamente al transcurso del tiempo, extremo que no cabe admitir al no plasmarse los recaudos que establece el art. 78 de la L.C.T., para reputar definitivo el cargo asignado ya que Poggi no continuó desempeñando las funciones que venía realizando ni transcurrieron –como reza dicha normativa– los plazos que se fijen al efecto en los estatutos profesionales o las convenciones colectivas de trabajo. En este sentido, corresponde remarcar que el art. 78 L.C.T. no establece plazo alguno y que la convención colectiva que invoca el actor en su demanda –más allá del ámbito de aplicación que se desprende del art. 1– no contempla plazos máximos para consolidar los interinatos ya que el término de 12 meses que se desprende del art. 24 inc. a) está previsto para la adquisición de la estabilidad, la cual no está puesta en tela de juicio con relación a su desempeño en la categoría de “técnico profesional A”.

En esta misma línea de pensamiento me permito traer a colación el criterio sentado por la Sala al pronunciarse frente a una situación que guarda similitud con la presente (“in re” “De Lazzer Ezio Dino c/Estado Nacional AFIP–DGI s/nulidad e inconsist.”, sent. 94.516 del 4/10/06). En esa ocasión, se hizo mérito de que la modificación que sufrió el trabajador en las condiciones de su contrato de trabajo fue producto del ejercicio de las potestades organizativas del empleador, en un marco que involucró distintas áreas –no sólo a la del actor– constituyendo así un nuevo organigrama de labor. En el caso de autos, al igual que en el precedente citado, no se trató de una decisión aislada, ya que si bien afectó al actor que venía cubriendo un interinato, la modificación se produjo como consecuencia de la aprobación de la estructura organizacional de la demandada a la que se había sujetado la designación provisoria de Poggi, de modo que no puede considerarse arbitraria ni habilita al trabajador a lograr por vía judicial el reemplazo de una decisión que la empleadora está facultada a adoptar en el marco del poder de organización y dirección que le corresponde (arts. 64 y 65 L.C.T.).

Por otra parte, cabe señalar que, en torno a los efectos de la modificación de categoría rige la doctrina legal que emana del fallo plenario Nº 177 “in re” “Serra c/Ferrocarriles Argentinos”, que sentó el criterio según el cual en el caso de que el empleador disponga unilateralmente una categorización inferior, si el trabajador que opta por mantener el vínculo, sólo tiene derecho a percibir la remuneración fijada para la categoría en la cual efectivamente prestó servicios. Al respecto, conviene recordar que la tesis mayoritaria –encabezada en la ocasión por el Dr. Goyena– consideró que el salario supone una relación con el esfuerzo exigible para ganarlo y no puede por ello ordenarse el pago de una retribución no correspondiente a la categoría ni a la calidad de la tarea asignada. Surge –entonces– de la tesis mayoritaria que el trabajador, en estas condiciones, no puede pretender el pago de salario por una categoría superior, aunque haya gozado de ella con anterioridad y se haya opuesto a la rebaja por reservas formales o materiales.

Desde esta misma perspectiva, no encuentro argumento que habilite a considerar discriminatoria la actitud de la demandada porque no existe una prueba cabal de ello -adviértase que el supuesto reconocimiento que invoca el apelante por parte de la demandada a f. 171 no es tal, porque allí se indicó que los agentes referidos “ostentaban la categoría en forma permanente” ni que justifique el reconocimiento de una remuneración correspondiente a una categoría cuyas funciones no desempeñó el accionante por haberse producido una modificación (supuestamente retrogradatoria) que no cuestionó. En efecto, si el actor fue cambiado de categoría y funciones, y ello le causaba perjuicio moral o económico, contemporáneamente a dicha medida, debió haberla cuestionado oponiéndose a la modificación que entendía abusiva o arbitraria y, acaso, darse por despedido si la empleadora la mantenía (arg. art. 66 L.C.T.). La circunstancia de que no se haya opuesto formalmente a la supuesta rebaja de categorización y el consiguiente cese en el desempeño de las funciones correspondientes a la categoría que se le había asignado en forma interina, evidencia que consintió la modificación implementada por la empleadora y que ello se tradujo, entonces, en una novación objetiva del contrato (en cuanto concierne a la categoría) que obsta a la pretensión de que se reconozcan diferencias que emergerían de la categorización anterior, por lo que corresponde confirmar la sentencia recurrida en lo principal que decide y fue apelada por la parte actora. 

En cambio, le asiste razón al recurrente en el agravio que dirige contra la forma de imponerse las costas. En tal sentido, dada la naturaleza de la cuestión debatida, se justifica el apartamiento de la regla general en la materia, por cuanto el demandante pudo considerarse asistido de mejor derecho al reclamar. Por lo tanto, propongo modificar este tramo de la sentencia e imponer las costas del proceso, en el orden causado, e idéntico temperamento adoptar con las costas de la alzada (art. 68, parte II, C.P.C.C.N.).

En cuanto a los honorarios, teniendo en consideración la importancia y mérito de la labor cumplida y la normativa arancelaria aplicable (art. 38 L.O. y Ley 21.839), los honorarios de la representación letrada actora –dado que con respecto a los emolumentos de la representación letrada de la contraparte en virtud de la modificación de las costas no existe interés recursivo– no resultan elevados, por lo que corresponde confirmarlos.

Con respecto a los honorarios los letrados de la parte actora y de la demandada, por su labor en esta instancia, cabe fijarlos en el veinticinco por ciento (25%) y treinta por ciento (30%), respectivamente, de lo que les corresponde por su actuación en la etapa anterior.

Hágase saber a los abogados y procuradores y a las partes intervinientes que, oportunamente deberán dar cumplimiento con lo previsto en la Ley 1.181 de la ciudad autónoma de Buenos Aires, de conformidad con lo dispuesto por la C.S.J.N. en la AA. 6/05 (modificada por la AA. 19/05 del 23/8/05), bajo apercibimiento de comunicar la situación a CASSABA.

La Dra. Graciela A. González adhiere al voto de Miguel Angel Pirolo, por compartir sus fundamentos.

Por lo que resulta del acuerdo que antecede (art. 125, parte II de la Ley 18.345), el Tribunal 

RESUELVE: 

1. Declarar formalmente admisible el recurso deducido.

2. Confirmar la sentencia recurrida en lo principal que decide y fue apelada por la parte actora.

3. Modificarla parcialmente e imponer las costas del proceso, en el orden causado, 

4. Imponer las costas de la alzada en el orden causado.

5. Confirmar los honorarios de la representación letrada de la parte actora.

6. Regular los honorarios de la representación letrada de la parte actora y de la demandada, por su labor en esta instancia, en el veinticinco por ciento (25%) y treinta por ciento (30%) respectivamente, de lo que les corresponde por su actuación en la anterior.

7. Hacer saber a las partes y sus letrados que deberán cumplimentar con lo dispuesto por la Ley 1.181 de la ciudad autónoma de Buenos Aires, bajo apercibimiento de comunicar la situación a CASSABA.

Regístrese, notifíquese y devuélvase.

Jueces de Cámara: Graciela A. González; Miguel Angel Pirolo.


